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ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. En el presente procedimiento, la administración concursal presentó el informe final de liquidación
solicitando la conclusión del procedimiento.

Segundo. El informe, junto con la rendición de cuentas que también presentó la administración concursal, se
puso de manifiesto a las partes personadas durante un plazo de quince días en la Oficina judicial el 24 de
febrero de 2020. En este mismo plazo la parte concursada, las personadas y los acreedores podían oponerse
a la conclusión del concurso y a la aprobación de las cuentas de la administración concursal.
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No se ha presentado ninguna oposición.

Tercero. El concursado ha solicitado el beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho. Se ha dado traslado
a las partes por un plazo de cinco días y la agencia tributaria ha presentado alegaciones sobre el beneficio de
exoneración del pasivo insatisfecho.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. El art. 469.2 de la Ley Concursal establece que, si no se formula oposición en el plazo indicado, el
juez resolverá sobre la conclusión del procedimiento en la misma resolución que decida sobre la rendición
de cuentas.

Segundo. En el presente caso, procede la conclusión del concurso al constar el informe favorable de la
administración concursal y no constar oposición de ninguna de las partes y está finalizada la sección de
calificación y no se encuentran pendientes de resolución demandas de reintegración o de impugnación activa
o de responsabilidad de terceros.

Tercero. El art.483 de la Ley Concursal (LC) establece que en los casos de conclusión del concurso cesarán
las limitaciones sobre las facultades de administración y de disposición del concursado, salvo las que se
contengan en la sentencia de calificación, y cesará la administración concursal, ordenando el juez el archivo
de las actuaciones, sin más excepciones que las establecidas en esta ley.

Cuarto. El art. 484 de la LC establece que, en los casos de conclusión de concurso por liquidación o
insuficiencia de masa activa, el deudor persona natural quedará responsable de pago de los créditos
insatisfechos, salvo que obtenga el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho. Los acreedores podrán
iniciar ejecuciones singulares, mientras no se acuerde la reapertura del concurso o no se declare un nuevo
concurso. Para tales ejecuciones, la inclusión de su crédito en la lista definitiva de acreedores se equipara a
una sentencia firme de condena.

Quinto. Y, conforme al art. 479.2 LC, declarar aprobadas las cuentas presentadas por la administración
concursal.

Sexto. Exoneración del pasivo insatisfecho

6.1. Los arts. 486 y 487 del TRLC prevé la posibilidad de que el Juez del concurso acuerde la exoneración del
pasivo no satisfecho siempre que concurran tres requisitos ineludibles:

a) Que el deudor sea persona natural

b) Que el concurso se concluya por liquidación o por insuficiencia de la masa activa

c) Que el deudor sea de buena fe.

6.2. Para considerar al deudor de buena fe han de concurrir los requisitos que recoge el art. 487 y el art. 488 para
el régimen general de exoneración. Si no cumple con los requisitos del art. 488, también puede considerarse
deudor de buena fe si cumple con los requisitos del art. 493 que regula el régimen especial de exoneración.

6.3. En este caso, el concursado es persona natural y se puede concluir el concurso por insuficiencia de la
masa activa, auto de conclusión que se dictará en resolución aparte una vez conste la firmeza de esta y se
apruebe el plan de pagos. Respecto de su consideración como deudor de buena fe:

a) No consta que el deudor haya sido condenado por ninguno de los delitos que conforme a la LC determinaría
el rechazo de la exoneración.

b) El administrador concursal ha informado de que no hay elementos de juicio que permitan calificar el
concurso como culpable ni ninguna otra responsabilidad concursal.

c) El deudor ha intentado el acuerdo extrajudicial de pagos.

En este asunto, no podía intentar un acuerdo extrajudicial de pagos por haberse presentado con anterioridad
a la Ley 25/2015

d) Asimismo el deudor cumple con los requisitos del art. 493 puesto que:

i) Acepta someterse al plan de pagos previsto en los arts. 494 y siguientes.

ii) No ha incumplido las obligaciones de colaboración establecidas en la LC.

iii) No ha obtenido este beneficio dentro de los diez últimos años.
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iv) No consta que haya rechazado dentro de los cuatro años anteriores a la declaración de concurso una oferta
de empleo adecuada a su capacidad.

v) Ha aceptado de forma expresa, en la solicitud de exoneración del pasivo insatisfecho, que la obtención de
este beneficio se hará constar en la sección especial del Registro Público Concursal por un plazo de cinco años.

1.4. En consecuencia, se cumplen los requisitos previstos en los preceptos citados para obtener la exoneración
por el régimen especial, para considerar que el concurdado es de buena fe.

Séptimo. Efectos del beneficio de exoneración

7.1. Para el caso de que concurran los requisitos antes señalados, el TRLC prevé dos tipos de efectos distintos:

a) Si se cumplen los requisitos previstos en los arts. 487, y 488, régimen general la exoneración alcanza a todo
el pasivo no satisfecho con la masa activa, al no establecer la LC limitación alguna en cuanto a su alcance. El
art. 491 del TRLC exceptúa de esta exoneración los créditos de derecho público y por alimentos.

b) Si se cumplen los requisitos previstos en los arts. 487 y 493 la exoneración tendrá la naturaleza de provisional
y alcanza créditos ordinarios y subordinados, aunque no hubiesen sido comunicados salvo los de derecho
público y por alimentos, así como a los créditos con privilegio especial del art. 90.1 en los términos que señala
el art. 497. Las deudas que no queden exoneradas deben ser satisfechas en el plazo de cinco años mediante un
plan de pagos aportado por el deudor en los términos del art. 495. Trascurrido el plazo de cinco años el deudor
debe pedir al Juez del concurso la declaración de revocación definitiva, así como la exoneración definitiva del
pasivo insatisfecho mediante el plan de pagos siempre que hubiese destinado a su cumplimiento, al menos, la
mitad de los ingresos percibidos durante el plazo de cinco años desde la concesión provisional del beneficio
que no tuviesen la consideración de inembargables o la cuarta parte de dichos ingresos cuando concurriesen
en el deudor las circunstancias previstas en el artículo 3.1, letras a) y b), del Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de
marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios sin recursos, respecto a los ingresos de
la unidad familiar y circunstancias familiares de especial vulnerabilidad.

7.2. En este caso, dado que el concursado cumple con los requisitos del art. 493 la exoneración alcanza a la
parte insatisfecha de los siguientes créditos:

1.º Los créditos ordinarios y subordinados pendientes a la fecha de conclusión del concurso, aunque no
hubieran sido comunicados, y exceptuando los créditos de derecho público y por alimentos.

2.º Respecto a los créditos enumerados en el artículo 90.1, la parte de los mismos que no haya podido
satisfacerse con la ejecución de la garantía quedará exonerada salvo que quedara incluida, según su
naturaleza, en alguna categoría distinta a la de crédito ordinario o subordinado.

7.3. La exoneración supone la extinción de los créditos a los que alcanza la declaración, sin que alcance a los
obligados solidarios, fiadores y avalistas del concursado.

7.4. El pasivo del deudor que no haya sido exonerado, podrá serlo si se cumplen las previsiones del art. 499,
esto es, si el deudor cumple con el plan de pagos o si no cumple con el plan de pagos, pero atendiendo a las
circunstancias del caso y previa audiencia de los acreedores, hubiese destinado a su cumplimiento, al menos,
la mitad de los ingresos percibidos durante el plazo de cinco años desde la concesión provisional del beneficio
que no tuviesen la consideración de inembargables o la cuarta parte de dichos ingresos cuando concurriesen
en el deudor las circunstancias previstas en el artículo 3.1, letras a) y b), del Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de
marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios sin recursos, respecto a los ingresos de
la unidad familiar y circunstancias familiares de especial vulnerabilidad.

Octavo. Exoneración del crédito público

8.1.- Pese a la modificación legislativa introducida por el Texto refundido de la Ley concursal en su artículo
491.1, que exceptúa de la exoneración los créditos de naturaleza pública, se comparten los argumentos
contenidos en el auto del Juzgado de lo Mercantil número 7 de Barcelona de 8 de septiembre de 2020, en el
sentido de que se advierte un exceso ultra vires en la delegación otorgada para proceder a la refundición:

" 2.4. Crédito público. En materia de extensión de la exoneración al crédito público se ha de estar al criterio
mantenido por el TS en la sentencia de 2 de julio de 2019 en la que, básicamente se considera que se debe incluir
al crédito público en el sistema de exoneración, tanto general como especial (en la terminología del vigente TR).
Ello supone en este caso la inclusión del crédito público privilegiado y contra la masa en el plan de pagos y la
exoneración provisional del restante crédito público.
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La entrada en vigor del Texto Refundido de la LC, con la modificación del régimen de extensión de los efectos de
la exoneración en el art. 491 de la LC , no debe suponer una modificación de la anterior doctrina jurisprudencial,
al apreciarse que el citado art. 491 debe ser inaplicado por vulnerar el  art. 82.5 de la Constitución Española .

Esta vulneración se deriva del hecho de que el Texto Refundido introduce en el art. 491 una regulación
manifiestamente contraria a la norma que es objeto de refundición, en concreto el art. 178 bis 3, 4º, lo que supone
un exceso ultra vires en la delegación otorgada para proceder a la refundición, pudiendo los tribunales ordinarios,
sin necesidad de plantear cuestión de inconstitucionalidad (por todas STC de 28/7/2016 o STS de 29/11/18 ),
inaplicar el precepto que se considere que excede de la materia que es objeto de refundición.

En efecto, el art. 178 bis 3 , 4º de la LC , regulaba la llamada exoneración directa (ahora llamada régimen general)
basada en la satisfacción o pago de los créditos privilegiados y contra la masa y si no se había intentado un
acuerdo extrajudicial de pagos, del 25% de los créditos ordinarios.

Ciertamente, como expone la STS de 2 de julio de 2019 , la regulación de la exoneración de deudas del art. 178
bis generaba muchas dudas, algunas de las cuales han sido objeto de aclaración en el Texto Refundido, dentro
de las finalidades propias de un testo refundido.

Sin embargo, que el sistema de exoneración directa del art. 178 bis 3, 4º, tuviera como efecto la exoneración
de la totalidad del pasivo no satisfecho, créditos ordinarios y subordinados, sin excepción, sin la excepción del
crédito público, era una cuestión indubitada por la doctrina e indiscutida en los Juzgados y Tribunales.

La única discusión doctrinal y práctica se centraba en el alcance de la exoneración, en el sistema de exoneración
provisional mediante plan de pagos (hoy llamada régimen especial) pues el art. 178 bis 5, apartado primero,
aplicable únicamente a este sistema, exceptuaba al crédito público y por alimentos del alcance de la exoneración
provisional. Mientras que el párrafo primero del art, 178 bis 6 comenzaba diciendo que los créditos no
exonerados según el apartado anterior (entre los que se debían incluir los créditos públicos) podían ser
exonerados a través del plan de pagos. Si bien a continuación parecía remitir al sistema administrativo de
aplazamiento y fraccionamiento para los créditos públicos. Esta deficiente y contradictoria regulación fue objeto
de interpretación por la citada STS de 2 de julio de 2019 en el sentido de entender que el crédito público podía
ser objeto de exoneración provisional y objeto de satisfacción a través del sistema de plan de pagos mediante
la inclusión del crédito público privilegiado y contra la masa no satisfecho en el mismo.

Por ello, se considera que el art. 491 altera por completo una norma clara e indiscutida del sistema llamado a
refundir, regula de manera contraria a la norma vigente los efectos de la exoneración, alterando con ello el difícil
equilibrio de derechos que regula dicho sistema y por tanto la igualdad de trato de los acreedores, sin que esta
alteración pueda ser, de una manera muy clara, considerada una aclaración regularización o sistematización de
la norma vigente.

La inaplicación del art. 491 supone que el TR mantenga, en lo que se refiere al régimen especial, la misma dicción
literal en el art. 497, aunque con diferente sistemática, que los arts. 178 bis 5 y 6, que fueron interpretados por
la STS de 2 de julio de 2019 , en el sentido que se ha expuesto.

Ello supone, por tanto, que el art. 497, que regula la extensión de la exoneración en el régimen especial, continúe
siendo interpretado de la manera que recoge la STS de 2 de julio de 2019 ".

Por su parte, el Magistrado ponente de la Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de julio de 2019, Excmo. Sr
Sancho Gargallo, ha razonado en el número 51 del Anuario de derecho concursal (" Consideraciones sobre
la refundición de la Legislación Concursal y su adecuación a la jurisprudencia") mantener la exoneración del
crédito ordinario y subordinado público de la siguiente manera:

" En el desarrollo de esta labor integradora, el Gobierno debe andar con cuidado, pues fácilmente puede traspasar
la frontera de la habilitación e incurrir, según la doctrina del Tribunal Constitucional, en una extralimitación de la
delegación, con el consiguiente efecto.

Entiendo que esto es lo que ha ocurrido con el artículo 491.1 del texto refundido de la Ley Concursal. Este
precepto, al regular la extensión de la exoneración en el caso en que se opte por la vía de la exoneración
inmediata (la del ordinal 4.º del art. 178 bis.3 LC) y se cumpla el requisito previo de haberse satisfecho en su
integridad los créditos contra la masa y concursales privilegiados, así como, para el caso en que no se hubiera
intentado un acuerdo extrajudicial de pagos, el veinticinco por ciento del importe de los créditos ordinarios ( art.
488 TRLC), ha introducido unas excepciones que no se contenían en el ordinal 4.º del artículo 178 bis.3 de la
Ley Concursal. El artículo 491.1 del texto refundido prescribe que en esos casos "el beneficio de la exoneración
del pasivo insatisfecho se extenderá a la totalidad de los créditos insatisfechos, exceptuando los créditos de
derecho público y por alimentos".
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No cabe entender, como sí hace el dictamen del Consejo de Estado, que la inclusión de estas excepciones
constituya "una adecuada armonización, en la medida en que tal acotación se hace en el artículo 178 bis.5-1.º
de la Ley Concursal ( art. 497.1-1.º TR) en los casos de exoneración por la aprobación de un plan de pagos".
Dejando al margen la interpretación que del  artículo 178.bis.5-1.º de la Ley Concursal hace la jurisprudencia (
sentencia del pleno de la Sala Primera del Tribunal Supremo 381/2019, de 2 de julio (RJ 2019, 2769)), lo que
estaba claro es que bajo la regulación de la Ley Concursal la opción por la exoneración inmediata del ordinal 4.º
del artículo 178 bis.3, cumplidos los requisitos mencionados, daba lugar a la exoneración de todos los restantes
créditos ordinarios y subordinados, incluidos los créditos de derecho público y por alimentos.

La introducción de estas excepciones donde no existían, no colma una laguna, ni aclara o precisa el sentido
de la norma legal refundida, sino que altera gravemente el equilibrio de intereses ponderados en la ley para la
concesión de este beneficio, mediante el reconocimiento de un privilegio a unos acreedores del que no gozaban
antes, con la consiguiente discriminación para los restantes acreedores y el agravamiento de las condiciones
para lograr la exoneración total del pasivo del deudor concursado. No cabe invocar una armonización de normas
cuando se altera gravemente el equilibrio de intereses y derechos, esto es, cuando se alteran respecto de la
situación anterior las reglas que configuraban la par condicio creditorum al acudir a la exoneración inmediata.

El riesgo al que se expone este precepto del texto refundido es que cualquier tribunal mercantil, sin necesidad
de plantear una cuestión de inconstitucionalidad, aprecie la extralimitación de la habilitación legal y deje de
aplicarlo, de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional. El Tribunal Constitucional, ya desde el Auto
69/1983, de 17 de febrero (RTC 1983, 69), ha entendido que "pertenecen al ámbito normal de poderes del Juez
(...) el inaplicar los Decretos legislativos en lo que exceden de la delegación o más propiamente el no conferir
al exceso el valor de Ley". Como declara en la Sentencia del Tribunal Constitucional 47/1984, de 4 de abril
(RTC 1984, 47) (y en términos parecidos en las SSTC 61/1997, de 20 de marzo (RTC 1997, 61); 159/2001,
de 5 de julio (RTC 2001, 159); 205/1993, de 17 de junio (RTC 1993, 205); 51/2004, de 5 de julio (RTC 2004,
51); 166/2007, de 4 de julio (RTC 2007, 166)), "el control de los excesos de delegación corresponde no solo al
Tribunal Constitucional, sino también a la jurisdicción ordinaria. La competencia de los Tribunales ordinarios
para enjuiciar la adecuación de los decretos legislativos a las leyes de delegación se deduce del artículo 82.6
de la Constitución".

Es una pena que un trabajo de refundición tan excelente y loable como el que emanó de la sección especial de la
Comisión General de Codificación pueda quedar empañado por un desliz -o imposición- como este, que puede
provocar la peor descalificación judicial, su inaplicación.

9. Lo anterior me lleva a otras consideraciones que guardan relación con el alcance de la refundición respecto
de la jurisprudencia vigente de la legislación objeto de refundición.

La jurisprudencia complementa el ordenamiento jurídico, en este caso concursal, con la doctrina que, de
modo reiterado, establece el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la Ley ( art. 1.6 CC ). En la actualidad,
las sentencias del pleno de la sala primera del Tribunal Supremo cumplen el requisito de la reiteración para
considerar que existe jurisprudencia.

En principio, el texto refundido, en cuanto que "no puede incluir modificaciones de fondo del marco legal
refundido, así como tampoco introducir nuevos mandatos jurídicos inexistentes con anterioridad o excluir
mandatos jurídicos vigentes", según refiere el preámbulo, debería ser compatible con la jurisprudencia
vigente al momento de la refundición. Si no fuera así, es que el texto refundido habría introducido normas
jurídicas contradictorias, que de alguna forma alterarían el sentido de las normas legales anteriores objeto de
interpretación jurisprudencial. Es lógico por ello que la refundición, como se aprecia en los ejemplos expuestos
en el apartado 5 de este artículo, haya incorporado en la formulación de algunos de los nuevos preceptos legales
la jurisprudencia. No es imprescindible. Puede hacerse cuando se aprecia conveniente y con la formulación
procedente. Pero si no se incorpora al texto legal, no por ello deja de operar y cumplir su función. Es el caso de
la jurisprudencia sobre la rescisión concursal (concepto de perjuicio, interpretación del alcance de cada una de
las presunciones de prejuicio, régimen de los pagos realizados antes del concurso, qué se entiende por actos
ordinarios realizados en condiciones normales...).

La jurisprudencia surgida de la interpretación de una norma legal deja de tener vigencia cuando cambia
sustancialmente esa norma. Eso ocurre con una reforma legal, pues forma parte de la discrecionalidad del
legislador. Lo que no está tan claro es que el Gobierno, dentro de la habilitación legal para refundir una legislación,
pueda modificar de tal forma las normas legales preexistentes que prive de vigencia a la jurisprudencia que las
interpretaba. Hacerlo así, entiendo que excedería de una armonización y constituiría una modificación de fondo
del marco legal refundido.

Por esta razón, la refundición del régimen legal de la segunda oportunidad, que hasta ahora se regulaba en el
artículo 178 bis de la Ley Concursal , no puede dejar sin efecto la interpretación jurisprudencial de este precepto
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contenida en las Sentencias del Tribunal Supremo 150/2019, de 13 de marzo (RJ 2019 , 1137 ), y 381/2019, de
2 de julio (RJ 2019, 2769), que sigue vigente. Dicho de otro modo, la refundición no puede obviar el sentido dado
por la jurisprudencia a la norma legal objeto de refundición, por lo que el texto refundido debe ser interpretado
de conformidad con esa jurisprudencia.

8.2.- En el presente asunto debe exonerarse todo el crédito ordinario y subordinado y también el de la Agencia
tributaria. No se exonera el privilegiado general de 5.040,11 euros.

Noveno. Plan de pagos

El deudor deberá presentar en el plazo de 5 días el plan de pagos. Dicho plan deberá contener, como mínimo:

1. Ingresos regulares del deudor y de la unidad familiar

2. Gastos regulares del deudor y de la unidad familiar

3. Créditos no exonerados en esta resolución que quedan sujetos al plan de pagos

4. Previsión de cómo se van a pagar los créditos, indicando qué cantidad va a pagar a cada acreedor, con qué
periodicidad y cómo va a realizar el pago.

El pasivo ordinario sujeto al plan de pagos, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 491.2 TRLC, será el
privilegiado general de la AEAT de 5.040,11 euros.

PARTE DISPOSITIVA

Declaro concluso el procedimiento concursal de  Piedad  y el archivo de las actuaciones.

Acuerdo el cese de las limitaciones a las facultades de administración y disposición del la parte concursada
que estén subsistentes en este momento, salvo las que se contengan en la sentencia firme de calificación.

Reconocer a  Piedad  el beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho. El beneficio es provisional y parcial
y alcanza a:

1. º El 75 % de los créditos ordinarios y la totalidad de los subordinados pendientes a la fecha de conclusión
del concurso, aunque no hubieran sido comunicados, y exceptuando los créditos de derecho público y por
alimentos.

2.º Respecto a los créditos con privilegio especial, la parte de los mismos que no haya podido satisfacerse
con la ejecución de la garantía quedará exonerada salvo que quedara incluida, según su naturaleza, en alguna
categoría distinta a la de crédito ordinario o subordinado.

El pasivo anterior se debe considerar extinguido, sin perjuicio del régimen de revocación previsto. La extinción
de los créditos no alcanza a los obligados solidarios, fiadores y avalistas del concursado respecto de los
créditos que se extinguen.

El pasivo del deudor que no haya sido exonerado, en particular el privilegiado general de la AEAT de 5.040,11
euros, podrá serlo si se cumplen las previsiones del art. 499, esto es, si el deudor cumple con el plan de pagos
o si no cumple con el plan de pagos, pero atendiendo a las circunstancias del caso y previa audiencia de
los acreedores, hubiese destinado a su cumplimiento, al menos, la mitad de los ingresos percibidos durante
el plazo de cinco años desde la concesión provisional del beneficio que no tuviesen la consideración de
inembargables o la cuarta parte de dichos ingresos cuando concurriesen en el deudor las circunstancias
previstas en el artículo 3.1, letras a) y b), del Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de
protección de deudores hipotecarios sin recursos, respecto a los ingresos de la unidad familiar y circunstancias
familiares de especial vulnerabilidad.

Se requiere al deudor para que, en el plazo de 5 días, presente el plan de pagos  a que se refiere el art. 495, con
el contenido mínimo mencionado en el fundamento tnoveno de esta resolución.

Esta resolución será notificada y publicada conforme al art. 482 LC, en la misma forma que se acordó para la
declaración de concurso. Y será inscrita en los registros en que se inscribió dicha declaración y comunicada
a los órganos judiciales y/o administrativos a los que se ordenó la suspensión de los procedimientos de
ejecución contra el patrimonio de la parte concursada, a fin de que, en su caso, los archiven definitivamente.

Hágase entrega al Procurador solicitante de los despachos acordados expedir para su curso y gestión, y se
le concede un plazo de DIEZ días para que acredite la publicación de los edictos y la presentación de los
mandamientos.

Declaro aprobadas las cuentas presentadas por la administración concursal.
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JURISPRUDENCIA

Modo de impugnación: recurso de REPOSICIÓN ante este Órgano judicial, mediante un escrito que se debe
presentar en el plazo de CINCO días, contados desde el siguiente al de la notificación, en el que se debe
expresar la infracción en que haya incurrido la resolución. Además, se debe constituir, en la cuenta de Depósitos
y Consignaciones de este Órgano judicial, el depósito a que se refiere la DA 15ª de la LOPJ reformada por la
LO 1/2009, de 3 de noviembre, y acreditarse debidamente. Sin estos requisitos no se admitirá la impugnación.
La interposición del recurso no tendrá efectos suspensivos respecto de la resolución recurrida ( arts. 451 y
452 LEC).

Lo acuerdo y firmo.

El Juez

Los interesados quedan informados de que sus datos personales han sido incorporados al fichero de asuntos
de esta Oficina Judicial, donde se conservarán con carácter de confidencial y únicamente para el cumplimiento
de la labor que tiene encomendada, bajo la salvaguarda y responsabilidad de la misma, dónde serán tratados
con la máxima diligencia.

Quedan informados de que los datos contenidos en estos documentos son reservados o confidenciales, que
el uso que pueda hacerse de los mismos debe quedar exclusivamente circunscrito al ámbito del proceso, que
queda prohibida su transmisión o comunicación por cualquier medio o procedimiento y que deben ser tratados
exclusivamente para los fines propios de la Administración de justicia, sin perjuicio de las responsabilidades
civiles y penales que puedan derivarse de un uso ilegítimo de los mismos (Reglamento EU 2016/679 del
Parlamento Europeo y del Consejo y Ley Orgánica 3/2018, de 6 de diciembre, de protección de datos personales
y garantía de los derechos digitales).
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